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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Ortiz Flores, la Jueza 

Domínguez Irizarry, la Jueza Nieves Figueroa y la Jueza Lebrón 
Nieves 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico a 11 de diciembre de 2019.  

El apelante, señor Josué M. Rivera Bonilla, comparece ante 

nos para que dejemos sin efecto la sentencia emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de Bayamón, el 16 de agosto de 2019, 

notificada el 20 de agosto de 2019. Mediante la misma, el tribunal 

primario desestimó una acción sobre impugnación de filiación 

promovida en contra de la señora Sonaida Santos Padilla (apelada). 

 Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la sentencia apelada.   

I 

 

 El 25 de junio de 2018, el apelante presentó la causa de acción 

de epígrafe.  En síntesis, alegó que en el año 2009, reconoció 

voluntariamente a la menor SRS, al presente, de diez (10) años de 

edad, constituyéndose en su presunto padre.  Según sostuvo, 

transcurridos tres (3) años luego del nacimiento de la niña y tras 

culminar su relación consensual con la aquí apelada, advino al 

conocimiento de la posibilidad de que la menor no era su hija.  A 

tenor con lo expuesto en la demanda, pasado varios años, el 

apelante le practicó una prueba casera de ADN a la menor SRS. 
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Conforme indicó, transcurrida una semana, el 17 de marzo de 2018, 

se le notificó el resultado correspondiente, el cual arrojó un 0.00% 

de probabilidad de paternidad. 

En virtud de lo anterior, el apelante solicitó al Tribunal de 

Primera Instancia que ordenara a las partes someterse a las pruebas 

científicas pertinentes, a los fines de comprobar su no paternidad 

respecto a la menor SRS. Además, requirió que se eliminara su 

nombre y apellido del certificado de nacimiento de la niña y, a su 

vez, que se le relevara de todas las obligaciones inherentes a la 

tenencia de la patria potestad.  

 El 26 de julio de 2018, la apelada fue debidamente emplazada. 

Tras acontecidos ciertos trámites, particularmente una prórroga 

para contestar, el 15 de noviembre de 2018, esta presentó su 

alegación responsiva.  En lo pertinente, además de negar las 

imputaciones del apelante, planteó que la causa de acción de 

impugnación de paternidad en disputa era improcedente en 

derecho.  Al respecto, sostuvo que la misma había caducado, ello 

por haberse presentado en exceso al término legal dispuesto en el 

Artículo 117 del Código Civil, 31 LPRA sec. 465.  De este modo, 

solicitó al foro primario que desestimara la demanda promovida en 

su contra e impusiera al apelante el pago de costas, gastos y 

honorarios de abogado.   

 Así las cosas, el 16 de enero de 2019, la apelada presentó una 

Moción de Desestimación.  En esta ocasión, expuso que el apelante 

no incluyó a la menor SRS como parte demandada en el pleito.  Así, 

levantó la defensa de falta de parte indispensable y, a su vez, 

reprodujo sus alegaciones sobre caducidad de la causa de acción.  

En consecuencia, y luego de que mediara una orden por parte del 

tribunal para que expusiera su posición el respecto, el 11 de febrero 

de 2019, el apelante presentó una moción en oposición a la 

contención de la apelada.  Específicamente, expresó que el término 
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provisto para impugnar la filiación objeto de litigio no había 

caducado, toda vez que, dado a que su demanda obedecía a la mera 

sospecha de que la niña no era su hija y que hasta que no se 

obtuviera el resultado de los análisis correspondientes, el plazo en 

controversia no comenzaba a decursar.  Por tanto, tras peticionar 

que se le permitiera enmendar la demanda para incluir a la menor 

SRS y, en consecuencia, que se expidiera su emplazamiento, el 

apelante solicitó que se denegara la desestimación solicitada. 

 El 18 de marzo de 2019, el apelante presentó su Demanda 

Enmendada e incluyó a la menor SRS como demandada.  

Posteriormente, el 10 de abril de 2019, la niña fue emplazada por 

conducto de su señora madre, la aquí apelada.  Más tarde y 

cumplidos los trámites de rigor, el 24 de julio de 2019, se celebró 

una vista evidenciaria para dirimir el asunto relativo a la alegada 

caducidad de la acción de epígrafe.  Tras escuchar los respectivos 

argumentos de los comparecientes, ello en cuanto a definir el 

momento desde el cual el apelante advino al conocimiento de la 

inexactitud biológica de la filiación impugnada, el 16 de agosto de 

2019, con notificación del 20 del mismo mes y año, el Tribunal de 

Primera Instancia emitió la Sentencia que nos ocupa.  

Específicamente resolvió que, en efecto, la acción promovida por el 

apelante había caducado, toda vez que, aunque la demanda original 

se presentó dentro del término dispuesto para impugnar la 

paternidad en controversia, la misma se enmendó para incluir a la 

menor SRS en exceso del mismo.  Al respecto, el foro sentenciador 

puntualizó que el emplazamiento de la niña se diligenció a un año, 

un mes y veinticuatro días luego de que el apelante fuera notificado 

del resultado de la prueba de ADN que le practicó a la menor, a 

saber, el 17 de marzo de 2018.  De este modo, por intimar que, desde 

dicha fecha, el apelante conocía de la inexactitud filial en 
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controversia, desestimó la demanda de epígrafe bajo el fundamento 

de caducidad.  

 Inconforme, el 19 de septiembre de 2019, el apelante 

compareció ante nos mediante el presente recurso de apelación.  En 

el mismo expone los siguientes señalamientos:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
resolver que la acción de impugnación de filiación había 

caducado a pesar de que el término de caducidad nunca 
comenzó a decursar por no existir prueba admisible que 
demostrara que el demandante estaba informado sobre 

los hechos, circunstancias y de la verdad. 
 

Erró el TPI al desestimar la acción de impugnación a 
pesar de la parte demandada no haber pasado prueba 
alguna sobre los elementos de la defensa de caducidad 

durante la vista evidenciaria. 
 
Erró el TPI al desestimar la acción presentada por la 

parte demandante a pesar de que la doctrina española 
ya descartó la aplicación del término de caducidad en 

los reclamos de impugnación de paternidad.   
 

 Luego de examinar el expediente de autos, procedemos a 

expresarnos. 

II 
 

A 
 

 La filiación es la condición a la cual un individuo le atribuye 

el hecho de tener a otro u otros como progenitores suyos.  Mayol v. 

Torres, 164 DPR 517 (2005); L. Díez- Picazo, A. Gullón, Sistema de 

Derecho Civil, 7ma ed., Madrid, Ed. Tecnos, 1997, Vol. IV, pág. 

249.  En términos doctrinales, constituye “el estado civil de una 

persona, determinado por la situación que, dentro de una familia, le 

asigna el haber sido engendrada en ella o el estar en ella en virtud 

de la adopción, o de otro hecho legalmente suficiente al 

efecto.”  Beníquez et al v. Vargas et al, 184 DPR 210 (2012), a la pág. 

226, citando a Castro v. Negrón, 159 DPR 568, (2003), a las págs. 

579-580.  Siendo así, la filiación se manifiesta en una realidad dual: 

la biológica y la jurídica, resultando ello en la distribución de los 
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derechos y obligaciones correspondientes. Mayol v. Torres, supra; 

González Rosado v. Echevarría Muñiz, 169 DPR 554 (2006).   

Como norma, la filiación se percibe como un vínculo natural 

regulado por la ley.   L. Diez-Picazo, A. Gullón, supra.  Sin embargo, 

sabido es que, en muchas ocasiones, la realidad biológica y la 

jurídica no coinciden. De ahí la afirmación en cuanto a que "padre" 

y "progenitor" no son sinónimos.  Bonilla Ramos v. Dávila Medina, 

185 DPR 667 (2012); Beníquez et al v. Vargas et al, supra; González 

Rosado v. Echevarría Muñiz, supra.  En atención a ello, la justicia 

tiene como misión procurar establecer una concordancia exacta en 

cuanto a la verdadera relación filial habida entre los individuos.   

Toda presunción de paternidad puede ser cuestionada 

mediante cualquier prueba idónea y concluyente capaz de 

revertirla.  Moreno Alvarado v. Moreno Jiménez, 112 DPR 376 

(1982).  Al respecto, el estado de derecho actual proyecta una visión 

más amplia y concreta sobre el alcance del reconocimiento 

voluntario, las presunciones de maternidad y paternidad, el derecho 

a impugnar los referidos estados y el término dentro del cual dicha 

acción de impugnación debe ser ejercida.  En lo concerniente, el acto 

afirmativo del reconocimiento voluntario respecto a un hijo no 

nacido dentro de un matrimonio crea una presunción de paternidad 

a favor de quien lo ejerce.  31 LPRA 461.  Sin embargo, la misma 

puede ser rebatida y dicho estado impugnado para anular la 

efectividad a los derechos y obligaciones que del mismo surgen, 

mediante la presentación prueba de ausencia de vínculo biológico 

entre el presunto padre y el menor reconocido.  No obstante, dados 

los intereses en conflicto, en ocasión a que la inexactitud constituya 

el fundamento para impugnar una presunción de paternidad, la 

misma tiene que estar apoyada en "alegaciones específicas que, 

dándolas como ciertas, tiendan a demostrar, a satisfacción del 

juzgador, que existe una verdadera duda sobre la exactitud de la 
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filiación derivada del reconocimiento voluntario."  Mayol v. Torres, 

supra, a la pág. 554.     

A los fines de imprimir legitimidad a la acción de impugnación 

de filiación, el Artículo 117 del Código Civil dispone como sigue: 

La acción para impugnar la presunción de paternidad o 

de maternidad, por parte del padre legal deberá 
ejercitarse dentro del plazo de caducidad de seis meses, 
contados a partir de la fecha de que advenga en 

conocimiento de la inexactitud de la filiación o a partir 
de la aprobación de esta ley, lo que sea mayor.    
 

[…] 
 

La acción para impugnar la presunción de paternidad o 
de maternidad por parte del padre o la madre 
biológica(o), así como de la madre legal, deberá 

ejercitarse dentro del plazo de caducidad de un año, 
contado a partir de la inscripción del nacimiento del 

menor en el Registro Demográfico. 
 
. . . . . . . .  

 
31 LPRA sec. 465  
 

En el contexto particular de la naturaleza del plazo antes 

aludido, sabido es que un término de caducidad, contrario al de 

prescripción, no puede ser interrumpido.  Así pues, el término de 

caducidad siempre extingue el derecho a la causa de acción de que 

trate con el mero transcurso del tiempo dispuesto. Martínez Soria v. 

Proc. Esp. Rel. Fam., 151 DPR 41 (2000).  En atención a ello y 

considerando el interés que tiene el Estado en promover la 

estabilidad de las relaciones filiatorias, si la acción de impugnación 

de filiación no es promovida dentro del periodo fijado en el 

ordenamiento jurídico, su ejercicio caduca.  Vázquez Vélez v. Caro 

Moreno, 182 DPR 803 (2011).   Así pues, transcurridos los seis (6) 

meses a partir de que el presunto padre supo de la inexactitud, el 

estado filiatorio impugnado queda consolidado, ello para todos los 

efectos legales correspondientes, aun cuando la realidad biológica 

no coincida con la registral. Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra; 

Vázquez Vélez v. Caro Moreno, supra. 
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B 
 

 Por su parte, un menor cuya filiación se impugna es parte 

indispensable en la causa de acción correspondiente.  Rivera 

Marrero v. Santiago Martínez,  Res. 7 de octubre de 2019, 2019 TSPR 

192; Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, 192 DPR 854 (2015); Bonilla 

Ramos v. Dávila Medina, supra.  Ello así, toda vez que es la parte 

realmente perjudicada en el caso.  Íd.  De este modo, el entendido 

doctrinal vigente reconoce que, en una acción de impugnación de 

paternidad, no basta con demandar a quien ostenta la patria 

potestad de un menor, sino que resulta fundamental que el menor 

sea debidamente incluido. 

  En la consecución de lo anterior, el estado de derecho dispone 

que el menor objeto de una impugnación de filiación tiene que ser 

incluido en el pleito y, por consiguiente, emplazado conforme a ley, 

dentro del término de seis (6) meses de caducidad que dispuestos 

para imprimir eficacia jurídica a la acción.  Rivera Marrero v. 

Santiago Martínez, supra; Sánchez Rivera v. Malavé Rivera, supra; 

Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra.  Así pues, para que el 

tribunal adquiera jurisdicción sobre la persona del menor, debe 

surgir del emplazamiento pertinente que el mismo se diligencia 

respecto a su persona por conducto de su padre o madre con patria 

potestad. Rivera Marrero v. Santiago Martínez, supra.    Transcurrido 

el término de caducidad establecido en el Artículo 117 del Código 

Civil, supra, sin que la parte indispensable haya sido emplazada, la 

acción de impugnación de filiación habrá muerto y el presunto padre 

legal no podrá ejercer acción alguna para impugnar la paternidad. 

Bonilla Ramos v. Dávila Medina, supra. 

III 

 En la presente causa, el apelante plantea que erró el Tribunal 

de Primera Instancia al desestimar su demanda bajo el fundamento 

de caducidad de la acción de impugnación de filiación.  En esencia, 
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aduce que, contrario a lo resuelto, el plazo legal en disputa nunca 

comenzó a decursar, toda vez que, a su juicio, no se presentó 

evidencia suficiente sobre su efectivo conocimiento en cuanto a la 

inexactitud biológica objeto de litigio.  Del mismo modo, el apelante 

impugna la legitimidad de la adjudicación emitida por el foro 

primario, ello al argumentar el tratamiento jurídico distinto que, en 

otras jurisdicciones, se arroga a la figura de la caducidad.  Habiendo 

examinado los referidos señalamientos a la luz del derecho aplicable 

y de la prueba, resolvemos confirmar la sentencia apelada.   

 Un examen de los documentos que componen el expediente 

de autos mueve nuestro criterio a coincidir con el dictamen emitido 

por el tribunal sentenciador.  Tal y como se dispuso, el aquí apelante 

carece de remedio alguno en ley, toda vez que el término a los fines 

de imprimir eficacia a su causa de acción caducó.  Según 

expresáramos, el estado de derecho actual concede un término de 

caducidad de seis (6) meses para promover una acción de 

impugnación de filiación, contados a partir desde que se conoce de 

la inexactitud biológica que le sirve de fundamento, o desde la fecha 

de la aprobación del estatuto que provee para ello, lo que sea mayor.  

En dicho contexto, nuestro ordenamiento jurídico es enfático al 

reconocer que, siendo el menor cuya filiación se impugna, parte 

indispensable en el pleito correspondiente, este tiene que ser 

incluido y emplazado, por conducto de su progenitor representante, 

dentro del término antes aludido. Dados los efectos de la naturaleza 

del plazo en disputa, la inacción que al respecto se muestre dentro 

del mismo, es insubsanable y redunda, no solo en suprimir el 

derecho de impugnación que se concede, sino en consolidar, para 

todos sus efectos, la filiación legalmente establecida.   

 En el caso de autos, surge que el apelante advino al 

conocimiento de la inexactitud filiatoria en cuestión el 17 de marzo 

de 2018, fecha en la que recibió el resultado de la prueba de ADN 
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que le practicó a la niña.  Dicho evento, ciertamente comprende el 

entendido lógico de lo que constituye el fundamento de una causa 

de acción para impugnar una presunción de paternidad, tal cual lo 

exige nuestro ordenamiento jurídico.  Por tanto, conforme se 

resolvió, desde la referida fecha, comenzó a transcurrir el término 

provisto por ley para ejercer la causa de acción en controversia.  

 Sin embargo, aun cuando el aquí apelante efectivamente 

promovió la demanda de impugnación de epígrafe en contra de la 

apelada dentro del periodo de seis (6) meses de notificado el 

resultado de la prueba casera de ADN, este no actuó de conformidad 

al no incluir a la menor SRS.  La prueba documental que ante nos 

obra evidencia que las actuaciones procesales que oportunamente 

realizó se efectuaron únicamente en cuanto a la apelada.  No 

obstante, sobre la niña, los documentos evidencian que a esta se le 

emplazó, por conducto de su señora madre, en considerable exceso 

de lo establecido. El diligenciamiento pertinente se produjo el 10 de 

abril de 2019, a más de un año de conocida la inexactitud en la 

filiación biológica que se pretendió impugnar.  Por tanto, resulta 

correcto concluir que, por no haberla emplazado dentro del término 

de caducidad de seis (6) meses desde dicha incidencia, el tribunal 

competente nunca adquirió jurisdicción sobre la niña.  Por 

consiguiente, en vista de que el plazo de caducidad de seis (6) meses 

en cuestión trascurrió sin que la menor SRS, parte indispensable en 

el pleito, fuera incluida en el mismo a tenor con las exigencias 

procesales requeridas, el derecho del apelante a promover la 

impugnación en disputa se extinguió.  Como resultado, la 

paternidad legal objeto del presente caso, quedó consolidada.   

 En mérito de lo antes expuesto, sostenemos lo resuelto en 

toda su extensión.  Tal cual se dispuso, al aquí apelante no le asiste 

remedio alguno en ley de los solicitados.  Por igual y en atención a 

la interpretación que argumenta respecto a la figura de la caducidad 
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en otras jurisdicciones, no podemos sino diferir de su raciocinio.  La 

materia aquí en controversia está expresamente definida por 

nuestro estado de derecho, razón por la cual no existe la necesidad 

de acudir a fuentes extranjeras.  De este modo, por no haber 

mediado error alguno en la aplicación e interpretación del derecho 

pertinente, concluimos que solo procedía la desestimación de la 

acción promovida por el apelante según decretada por el Tribunal 

de Primera Instancia.  

IV 

 Por los fundamentos que anteceden, se confirma la sentencia 

apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.       

                                            Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


